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COMUNICADO DE PRENSA

“Vamos a salvaguardar el patrimonio público, respetando la inversión privada”: Contralor 

CONTRALORÍA PONE EN CINTURA A EMPRESAS  DE SERVICIOS PÚBLICOS

CON APORTE ESTATAL
*El control fiscal recaerá sobre los aportes, actos y contratos celebrados por el accionista o socio estatal, precisa el Contralor Julio César Turbay Quintero. 

Bogotá, abril 30 de 2009.- La Contraloría General de la República ejercerá control fiscal de manera integral a las Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios mixtas y privadas que tienen participación del Estado, respetando la inversión privada y de conformidad con la Constitución, la jurisprudencia y el régimen especial que tienen estas, aseguró hoy el Contralor General de la República, Julio César Turbay Quintero. 

El jefe del ente de control fue enfático en reafirmar que la Contraloría General de la República realizará control fiscal en toda entidad o empresa pública o privada donde exista un peso del Estado, tal como se está haciendo en el Banco de la República y las Cámaras de Comercio y como se va hacer en las Cajas de Compensación Familiar, pues en todos estos casos la labor fiscalizadora se ejerce con base en las disposiciones legales aplicables y dentro de los parámetros fijados por la Corte Constitucional. 

Al instalar en el Gun Club de Bogotá el Foro “El control Fiscal en las Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios”, convocado conjuntamente por la Contraloría General de la República y la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios, ANDESCO, el Contralor Turbay Quintero dijo que la entidad a su cargo está estructurando un marco jurídico sobre la materia, que respete la dinámica empresarial de las Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios privadas y a su vez proteja la salvaguarda del patrimonio estatal. 

En su intervención ante más de 50 gerentes de Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios, el Contralor citó la normatividad legal vigente(Ley 42/93, Ley 142/1994, Ley 610/2000 y Ley 689/2001) y los distintos pronunciamientos de la Corte Constitucional (C-1191/2000, C-290/2002 y C-529/2006) que sustentan esta clase de control fiscal y resumió de la siguiente manera las actuaciones que, en consonancia, adelantará el máximo ente fiscalizador de las finanzas públicas: 

*El control fiscal no recae sobre la entidad o empresa sino sobre los aportes, actos y contratos celebrados por el accionista o socio estatal y concretamente se hará sobre 1) los actos jurídicos en que se plasma el aporte estatal a la empresa; 2) la forma como el accionista estatal ejerce sus derechos como tal; y 3) la forma como el accionista estatal dispone de los dividendos generados por la empresa, 

 Para el Contralor Turbay Quintero “Es claro que  pretender extender el Control Fiscal a los recursos privados por el solo hecho de estar en concurrencia con los recursos públicos, desconocería la misión del Control y afectaría gravemente la iniciativa privada reconocida constitucionalmente”. 

Destacó finalmente el Contralor que, como resultados de los pronunciamientos de revisión constitucional, es claro que las Empresas Prestadoras de Servicios Públicos Domiciliarios con participación estatal no pueden establecer limitantes en la entrega de la información necesaria para el análisis de los recursos públicos que se les entregan a título de aportes y, así mismo, los órganos de control no pueden ejercer su función fiscalizadora adentrándose en aspectos o información no relacionada con el aporte o el aportante estatal.

